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RESUMEN 

 
 

El presente informe jurídico versa sobre la Resolución Nº 006-2013-OEFA/TFA, emitido 

dentro de un procedimiento administrativo sancionador tramitado por el OEFA contra 

Pluspetrol Norte S.A. por no haber ejecutado de acuerdo al plazo previsto las actividades 

de remediación de los sitios afectados con residuos de petróleo dentro del Yacimiento 

Yanayacu del Lote 8. 

 
De este modo, este informe se efectúa a partir de un análisis interpretativo a la luz de 

los principios que rigen el Procedimiento Administrativo General, normativa ambiental 

de hidrocarburos; en jurisprudencia pertinente del Tribunal Constitucional y doctrina que 

permita esclarecer un marco jurídico conceptual. 

 
En ese sentido, se concluye en primer lugar que, tanto la Dirección de Fiscalización, 

Supervisión y Aplicación de Incentivos, como el Tribunal de Fiscalización Ambiental del 

OEFA han vulnerado el Artículo 64º de la Ley del Procedimiento General, Ley Nº 27444 

al no suspender el procedimiento cuando tomaron conocimiento de que 

jurisdiccionalmente se venía discutiendo la legitimidad de la actuación de PLUSPETROL 

referida a la inejecución de medidas de remediación de suelos en el yacimiento 

Yanayacu del Lote 8. Y, en segundo lugar, las actuaciones administrativas del OEFA 

han vulnerado el Principio de Interdicción a la Arbitrariedad al establecer una multa 

ascendente a 8047.41 UIT. 

 
Palabras clave 

Procedimiento Administrativo Sancionador, PAMA, PAC, Hidrocarburos, Lote 8. 



  

 
 

ABSTRACT 

 
 

This legal report deals with Resolution No. 006-2013-OEFA/TFA, issued within an 

administrative sanctioning procedure processed by the OEFA against Pluspetrol Norte 

S.A. for not having complied with the remediation of the sites affected with oil residues 

within the Yanayacu Oil Field of Lot 8 according to the established term. 

 
Thus, this report is based on an interpretative analysis in light of the principles governing 

the General Administrative Procedure, environmental hydrocarbon regulations, relevant 

jurisprudence of the Constitutional Court and doctrine to clarify a conceptual legal 

framework. 

 
In this sense, it is concluded in the first place that both the Directorate of Inspection, 

Supervision and Enforcement of Incentives and the Environmental Inspection Court of 

the OEFA have violated Article 64 of the General Procedure Law, Law No. 27444, by not 

suspending the procedure for what was being discussed jurisdictionally regarding the 

legitimacy of PLUSPETROL's actions related to the non-implementation of soil 

remediation measures in the Yanayacu oilfield of Lot 8. And, secondly, the administrative 

actions of the OEFA have violated the Principle of Prohibition to Arbitrariness by 

establishing a fine amounting to 8047.41 UIT. 

 
Keywords 

Administrative Penalty Procedure, PAMA, PAC, Hydrocarbons, Lot 8. 
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I. INTRODUCCIÓN 

 
 

1.1. Justificación de la elección de la resolución 

 
 

Nuestra Amazonía peruana, históricamente se ha caracterizado como fuente 

potencial de recursos, ya sean minerales, energéticos, agrícolas, entre otros. De 

esta manera se ha convertido en un atractivo para inversores extranjeros y 

nacionales. Ello suscitó diversos problemas de contaminación ambiental en 

nuestra selva peruana, que tiene como procedencia el año 1971 con el inicio de 

explotación petrolera en los Lotes 8 y 1-AB. 

 
Lo anterior motivó que, a partir de la década de los 90s, se privatizara el sector 

hidrocarburos, que se concretizó con la promulgación de la Ley Orgánica de 

Hidrocarburos - Ley Nº 262211, publicada el 26 de agosto de 1993. 

 
En esta línea, el presente trabajo versa sobre la Resolución Nº 006-2013- 

OEFA/TFA, emitida dentro de un procedimiento sancionador iniciado contra la 

empresa Pluspetrol Norte S.A. por no haber cumplido con remediar los sitios 

afectados con residuos de petróleo en el Yacimiento Yanayacu del Lote 8. 

 
De esta manera, la existencia de abundante casuística en la vía administrativa 

respecto a la generación de daños ambientales por derrames de hidrocarburos; 

nos hace cuestionar los actos de las autoridades administrativas y si éstas se 

conducen bajo los principios generales del Derecho Administrativo. 

 
Por todo lo dicho, se decidió analizar la Resolución Nº 006-2013-OEFA/TFA, en 

base a los principios que rigen el Procedimiento Administrativo General, así como 

la Normativa Ambiental de Hidrocarburos que nos permitió arribar a dos 

conclusiones: (i) tanto la Dirección de Fiscalización, Supervisión y Aplicación de 

Incentivos, como el Tribunal de Fiscalización Ambiental del OEFA han vulnerado 

el Artículo 64º de la Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley Nº 274442 

por no suspender el procedimiento sancionador al tomar conocimiento sobre lo 

que se venía discutiendo en sede jurisdiccional referido a la inejecutoriedad de 

medidas de remediación de suelos en el yacimiento Yanayacu del Lote 8; y, (ii) 

 
1 Ley Nº 26221, Ley Orgánica de Hidrocarburos (26 de agosto de 1993). Diario Oficial El Peruano. 
2 Ley 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (11 de abril de 2001). Diario Oficial El Peruano. 
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que las actuaciones administrativas del OEFA han vulnerado el Principio de 

Interdicción a la Arbitrariedad al establecer una multa ascendente a 8047.41 UIT. 
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II. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES 

 
 

2.1. Antecedentes 

 
 

Se debe tener en consideración dos hechos cruciales para el análisis del presente 

informe jurídico; en primer lugar, referido al procedimiento de Pluspetrol Norte para 

su obtención sobre la titularidad del Contrato de Licencia para la Explotación de 

Hidrocarburos en el Lote 8. 
 

De esta manera, a partir del 20 de agosto de 1993 se emite la Ley Nº 26221 Ley 

Orgánica que norma las actividades de Hidrocarburos en el territorio nacional, 

mediante la cual se da la creación de la empresa estatal dentro del sector Energía 

y Minas “PERUPETRO S.A.”, para: 

 
(i) Promover las actividades referidas a la exploración, así como explotación 

de los hidrocarburos. 

(ii) Tenga las facultades tanto de negociar como de celebrar y posteriormente 

supervisar los contratos que pueda establecer con las empresas privadas 

interesadas en este sector, así como también suscribir convenios de 

evaluación técnica.3 
 

Es así que, mediante D.S. Nº 016-1994-EM con fecha 20 de mayo de 1994 entra 

en vigencia el Contrato de Licencia para la Explotación de Hidrocarburos en el 

Lote 8, a favor de la empresa PETROLEROS DEL PERU – PETROPERU. 

 
El 22 de julio de 1996, mediante D.S. Nº 030-1996-EM, PETROPERU cedió el 

total de sus derechos y obligaciones provenientes del Contrato de Licencia a favor 

de diversas empresas, entre las cuales se encontraba PLUSPETROL PERU 

CORPORATION SUCURSAL DEL PERÚ. 

 
Posteriormente, mediante D.S. Nº 028-2002-EM del 05 de setiembre de 2002, se 

modifica el Contrato de Licencia por el cual Pluspetrol Perú Corporation transfiere 

por escisión parcial a PLUSPETROL NORTE S.A. todos sus activos, pasivos y 

cuentas patrimoniales vinculadas a las actividades de exploración y explotación 

de hidrocarburos del Lote 8. 
 
 
 

3 Ley Nº 26221, Ley Orgánica de Hidrocarburos (26 de agosto de 1993). Diario Oficial El Peruano. 
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Es así que en virtud al Contrato de Licencia para la Explotación de Hidrocarburos 

que se suscribe con el Estado Peruano aprobado por el D.S. Nº 028-2002-EM el 

05 de setiembre de 2002, Pluspetrol Norte S.A. realizaría actividades 

comprendidas en el sector hidrocarburos dentro del denominado Lote 8 que se 

encuentra en el Departamento de Loreto. 

 
En segundo lugar, se debe hacer referencia a la creación del Ministerio del 

Ambiente en el año 2008 que se dio a través del Decreto Legislativo Nº 10134 en 

base a la necesidad de tener una autoridad ambiental para fortalecer la gestión 

ambiental en nuestro país. 

 
En este contexto, la creación del Ministerio del Ambiente también generó la 

necesidad de una autoridad encargada de fiscalizar periódicamente el 

cumplimiento de la normativa ambiental, por lo que mediante su Segunda 

Disposición Complementaria Final del D.L. Nº 1013 se crea el Organismo de 

Evaluación y Fiscalización Ambiental – OEFA. 

 
Por lo anterior, el 21 de enero de 2010 se emite el DS Nº 001-2010-MINAM, por 

el cual se aprobó la transferencia de funciones en fiscalización y sanción sobre 

materia ambiental, del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minas 

- OSINERGMIN al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA, el 

cual se encuentra adscrito al Ministerio del Ambiente. 

 
Y es a partir de la Resolución de Consejo Directivo Nº 001- 2011-OEFA/CD 

publicada el 03 de marzo de 2011, mediante la cual se aprueban y delimitan lo 

que será objeto de transferencia referentes a las funciones de fiscalización y 

sanción ambiental del OSINERGIM al OEFA, estableciéndose como fecha efectiva 

para la transferencia de funciones el 04 de marzo de 2011. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

4 Decreto Legislativo Nº 1013. Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Creación, Organización y Funciones del 
Ministerio del Ambiente (14 de mayo de 2006). Diario Oficial El Peruano. 
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2.2. Hechos relevantes del caso 

 

2.2.1 La empresa Pluspetrol Norte S.A. (quien en adelante denominaremos 

Pluspetrol) realiza actividades de explotación de hidrocarburos en el Lote 

8, en virtud del Contrato de Licencia, ubicado en el departamento de 

Loreto. 

 
2.2.2 En dicho Lote, Pluspetrol cuenta con diversas Baterías de Producción 

(yacimientos), tales como las baterías denominadas Valencia, Capirona, 

Pavayacu, Corrientes y Yanayacu. 

 
2.2.3 De manera general, todas las empresas que se desempeñan en este 

rubro de explotación de hidrocarburos, están sujetas al cumplimiento de 

compromisos contenidos a partir del denominado Programa de 

Adecuación y Manejo Ambiental (en adelante, PAMA), que tiene como 

propósito reducir el impacto ambiental generado a partir de las 

actividades extractivas de los recursos naturales. 

 
2.2.4 Bajo esta línea, el Poder Ejecutivo expidió el Decreto Supremo Nº 028- 

2003-EM5, por el cual se estableció el denominado Plan Ambiental 

Complementario (en adelante, PAC), cuyo objetivo era que las empresas 

cumplan con los diversos compromisos asumidos en su momento por sus 

PAMAs, así como que no excedan con los niveles máximos permitidos 

en relación a emisiones y residuos. 

 
2.2.5 En ejecución de dicho Decreto Supremo, perfeccionado posteriormente 

por el DS Nº 002-2006-EM6, Pluspetrol obtuvo la aprobación de su PAC, 

mediante Resolución Directoral Nº 760-2006-MEM/AAE, el 05 de 

diciembre de 2006. 

 
2.2.6 Dicho PAC establecía medidas de remediación relacionadas con las 

obligaciones asumidas anteriormente a través del PAMA (aprobado en 

1995) por la Dirección General de Hidrocarburos del Ministerio de Energía 

y Minas. 
 
 

5 Decreto Supremo Nº 028-2003-EM (2003). Plan Ambiental Complementario. Diario Oficial El Peruano. 
6 Decreto Supremo 002-2006-EM. Establecen Disposiciones para la presentación del Plan Ambiental Complementario - 
PAC por parte de empresas que realicen actividades de hidrocarburos. Diario Oficial El Peruano. 
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2.2.7 En este punto es relevante mencionar que el PAC comprendía medidas 

de remediación de suelos contaminados para un total de 27 sitios, dentro 

de los cuales se encontraba el Yacimiento YANAYACU, que comprendía 

medidas de remediación ambiental en 4 lugares específicos: Batería Nº 

3 en los sitios 1, 3, 4 y 5. 

 
2.2.8 Es así que, el 21 de mayo de 2009 Pluspetrol presentó ante la Dirección 

general de Asuntos Ambientales Energéticos del Ministerio de Energía y 

Minas, un pedido solicitando que se le permita inejecutar ciertas medidas 

de remediación de suelos, exclusivamente referidas a las ubicadas en 

YANAYACU, así como también presentó una propuesta de medidas 

sustitutorias acorde a la situación en particular que presentaba la zona 

afectada. 

 
2.2.9 Sin embargo, el 03 de diciembre de 2009, la Dirección del OEFA declaró 

que no procedía amparar su pedido de inejecución de las medidas de 

remediación de suelos en Yanayacu y tampoco procedía aprobar la 

propuesta de medidas sustitutorias del Lote 8. 

 
2.2.10 Pluspetrol al encontrarse disconforme con dicha decisión administrativa, 

interpone un recurso de apelación, en merito al cual, absolviendo el grado 

de apelación y agotando la vía administrativa, se expidió la Resolución 

Vice Ministerial Nº 026-2010-MEM/VME de fecha 16 de marzo de 2010, 

que declaró infundado el recurso y confirma lo dispuesto por la Dirección. 

 
2.2.11 Lo anterior generó que, el 23 de junio de 2010, Pluspetrol presente una 

Demanda Contencioso Administrativa en contra de la Resolución Vice 

Ministerial, con el objetivo de que el fuero jurisdiccional declare la nulidad 

de dicha resolución y disponga que el Ministerio de Energía y Minas 

reevalúe el pedido de inejecución de las medidas de remediación de 

suelos del Yacimiento Yanayacu. 

 
2.2.12 En ese mismo año, el 30 de diciembre de 2010 mediante Oficio Nº 14881- 

2010-OS-GFHL-DOP, OSINERGMIN le informa a Pluspetrol el inicio de 

un Procedimiento Administrativo Sancionador; por no haber culminado en 
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el plazo previsto las actividades de remediación en cuatro sitios afectados 

con residuos de petróleo ubicados en el yacimiento Yanayacu, bajo la 

infracción al artículo 7º del Decreto Supremo Nº 002-2006-EM7, que 

establece que el plazo para ejecutar los compromisos asumidos por las 

empresas en su PAC es de máximo cuatro años, plazo que se cuenta a 

partir de su aprobación. 

 
2.2.13 En el transcurso de este proceso sancionatorio, se emite el Decreto 

Supremo Nº 001-2010-MINAM8 mediante la cual se ejecutó la 

transferencia de funciones en fiscalización y sanción en materia 

ambiental del OSINERGMIN al OEFA. 

 
2.2.14 En ese sentido, mediante Resolución de Consejo Directivo Nº 001- 2011- 

OEFA/CD9 publicada el 03 de marzo de 2011, se aprueban y delimitan lo 

que será objeto de transferencia. Se estableció como fecha efectiva el 04 

de marzo de 2011 el traspaso de las funciones fiscalizadoras y 

sancionatorias del OSINERGMIN al OEFA. 

 
2.2.15 De acuerdo a lo antes señalado, la Dirección de Fiscalización, 

Supervisión y Aplicación de Incentivos del OEFA sería el encargado de 

emitir un pronunciamiento sobre los descargos presentados por 

Pluspetrol. 

 
2.2.16 Es así que con fecha 18 de julio de 2012, se emite la Resolución 

Directoral Nº 189-2012-OEFA/DFSAI la cual declara la responsabilidad 

administrativa de Pluspetrol por no haber culminado con las actividades 

de remediación de los sitios en el Yacimiento Yanayacu. Asimismo, se 

impuso una multa ascendente a 8047.41 UIT. Esta resolución fue apelada 

por Pluspetrol el 07 de agosto de 2012. 
 
 
 
 
 

7 Decreto Supremo Nº 002-2006-EM (2006). Establecen disposiciones para la presentación del Plan Ambiental 
Complementario – PAC por parte de empresas que realicen actividades de hidrocarburos. Artículo 7º. 
8 Decreto Supremo Nº 001-2010-MINAM (20 de enero de 2010). Diario Oficial El Peruano, 17 de marzo de 2010. 
9 Resolución de Presidencia de Consejo Directivo Nº 011-2013-OEFA/PCD (2013). Metodología para el cálculo de las 
multas base y la aplicación de los factores agravantes y atenuantes a utilizar en la graduación de sanciones. Publicada 
en el diario El Peruano el 18 de enero de 2013. Recuperado a partir de: 
https://diariooficial.elperuano.pe/Normas/VisorPDF 

https://diariooficial.elperuano.pe/Normas/VisorPDF
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2.2.17 Con fecha 16 de octubre de 2012, se emite la Sentencia de primera 

instancia mediante Resolución Nº 13 que declaró fundada la demanda 

interpuesta por Pluspetrol contra el Ministerio de energía y Minas sobre 

la acción contencioso administrativo, declarando nula la Resolución Vice 

Ministerial Nº 026-2010-MEM/VME, así como suspender cualquier 

consecuencia producto de la Inejecutoriedad del PAC hasta que se emita 

nuevo pronunciamiento administrativo. Además, se exige que se debe 

evaluar la procedencia de las medidas sustitutorias de remediación de 

suelos en el Yacimiento Yanayacu Lote 8. 

 
2.2.18 Dicha sentencia fue mencionada por Pluspetrol, con fecha 12 de 

diciembre de 2012, a partir de un escrito dirigido al Tribunal de 

Fiscalización Ambiental del OEFA; para que tenga presente los 

fundamentos de la Sentencia emitida por el Tercer Juzgado Contencioso 

Administrativo de Lima, recaída en el Expediente Nº 4299-2010. 

 
2.2.19 Sin embargo, el 08 de enero de 2013 se emite la Resolución Nº 006-2013- 

OEFA/TFA por el Tribunal de Fiscalización Ambiental que declara 

infundado el recurso de apelación interpuesto por Pluspetrol contra la 

Resolución Directoral Nº 189-2012-OEFA/DFSAI, así como ratifica la 

multa por los 8047.41 UIT. 

 
 

III. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

 
 

3.1. Problema principal 

Problema Principal 1: 

¿El OEFA ha vulnerado el Artículo 64º de la Ley del Procedimiento 

General por no suspender el procedimiento sancionador al tomar 

conocimiento del proceso judicial donde se discutía la inejecución de 

medidas de remediación de suelos de Yanayacu del Lote 8 solicitado por 

Pluspetrol? 
 

Problema Principal 2: 
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¿El OEFA ha vulnerado el Principio de Legalidad y Razonabilidad 

respecto a la determinación de la sanción administrativa ascendente a 

8047.41 UIT? 

 
3.2. Problemas secundarios 

Problema secundario 1.1: 

¿Resulta arbitrario que el OEFA califique una situación de hecho como 
infracción administrativa a pesar que la legitimidad de dicha situación 

viene siendo materia de controversia judicial previo al inicio del 

procedimiento administrativo sancionador tramitado por el OEFA? 

 
Problema secundario 1.2: 

¿Las resoluciones del OEFA contravienen el Principio de no Regresión 

Ambiental? 

 
Problema secundario 2.1: 

¿La actuación del OEFA infringe el Principio de Interdicción de la 

Arbitrariedad? 

 
IV. POSICIÓN DEL CANDIDATO/A 

 
 

4.1. Respuestas preliminares a los problemas principales y secundarios 

En el presente proceso sancionador iniciado contra PLUSPETROL, el 

OEFA ha transgredido el Artículo 64º de la Ley del Procedimiento 

General, Ley Nº 27444 al no suspender el procedimiento sancionador, 

pues hace caso omiso a que jurisdiccionalmente se venía discutiendo la 

legitimidad de la actuación de PLUSPETROL respecto a la inejecución 

de medidas de remediación de suelos en el yacimiento Yanayacu; 

ubicada en una zona próxima a la Reserva Nacional Pacaya-Samiria. 

 
Además, las actuaciones administrativas del OEFA infringen el Principio 

de Interdicción de la Arbitrariedad al determinar una excesiva sanción 

pecuniaria en base a una fórmula que no tiene reconocimiento legal en el 

ordenamiento jurídico peruano. 



10  

4.2. Posición individual sobre el fallo de la resolución 

En mi opinión, me encuentro en discrepancia con el fallo principal de la 
Resolución Nº 006-2013-OEFA/TFA, en cuanto las actuaciones del OEFA 

han vulnerado diversos principios como Legalidad y, Principio de 

Interdicción de la Arbitrariedad, así como la transgresión al Artículo 64º 

de la Ley Nº 27444. 

 
 

V. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

 
 

¿El OEFA ha vulnerado el Artículo 64º de la Ley del Procedimiento General 

por no suspender el procedimiento sancionador al tomar conocimiento del 

proceso judicial donde se discutía la inejecución de medidas de remediación 

de suelos de Yanayacu del Lote 8 solicitado por Pluspetrol? 

 
Para responder a este cuestionamiento, resulta necesario remitirnos a la demanda 

contencioso administrativa interpuesta por Pluspetrol contra el Ministerio de 

Energía y Minas, por la cual fue materia de debate ante el Tercer Juzgado 

Contencioso Administrativo Transitorio de Lima, bajo el Expediente Nº 4299-2010. 

 
Demos recordar que Pluspetrol demandó en este proceso como pretensión 

principal la nulidad de la resolución Vice Ministerial del Ministerio de Energía y 

Minas, resolución que denegaba el pedido de inejecución de las medidas previstas 

en el PAC del yacimiento Yanayacu. Y como pretensiones accesorias, Pluspetrol 

solicitó que el MINEM reevalúe tanto el pedido de inejecución de las medidas de 

remediación, como las medidas sustitutorias propuestas para esa remediación; 

así como disponer que el MINEM suspenda el cumplimiento de las obligaciones 

vinculadas a la ejecución del PAC. 

 
Ahora bien, el 16 de octubre de 2012, el presente juzgado emitió la Sentencia de 

dicho expediente emitida por Resolución Nº 13, mediante la cual declaró fundada 

la demanda y ordenó que el MINEM: 

 
(i) Cumpla con emitir un nuevo pronunciamiento administrativo y revalúe el 

pedido de inejecución de las medidas de remediación de suelos del 

Yacimiento Yanayacu comprendidas en el Plan Ambiental 
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Complementario PAC correspondiente al Lote 8, teniendo en cuenta la 

opinión técnica emitida por el SERNAP. 

 
(ii) Dejar en suspenso cualquier consecuencia producto de la Inejecutoriedad 

del PAC hasta en tanto no emita nuevo pronunciamiento administrativo. 

 
(iii) Cumpla con evaluar la procedencia de aprobar las medidas sustitutorias 

propuestas por Pluspetrol para los sitios ubicados en el Yacimiento 

Yanayacu Lote 8. 

 
Dicho lo anterior, y en referencia al Procedimiento Administrativo Sancionador 

iniciado por OSINERGMIN contra PLUSPETROL (PAS iniciado el 30 de diciembre 

de 2010), y como consecuencia de la transferencia de funciones de OSINERGMIN 

al OEFA; la Dirección de Fiscalización, Supervisión y Aplicación de Incentivos del 

OEFA, ahora resultaba competente en emitir un pronunciamiento respecto al PAS. 

 
En ese sentido, se debe tener en cuenta que Pluspetrol en su Recurso de 

Apelación contra la DFSAI requirió de manera expresa e inequívoca al Tribunal 

del OEFA que de acuerdo a lo establecido en el Artículo 13º del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial10, como órgano administrativo, 

debía suspender la tramitación del procedimiento sancionador. 

 
Pues, habida cuenta el hecho que OEFA estaba calificando e imputando como 

infracción la inejecución de las medidas de remediación de suelos o, dicho de otra 

manera, el incumplimiento de la obligación que tenía Pluspetrol de remediar los 
suelos en el yacimiento Yanayacu; que ya se encontraba discutiendo mediante 

un proceso judicial. 

 
 

 

10 Decreto Supremo Nº 017-93-JUS (1993). Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Recuperado 

a partir de: 

https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/a6d71b8044baf16bb657ff1252eb7eb2/TEXTO+UNICO+ORDENADO+DE+LA+ 

LEY+ORGANICA+DEL+PODER+JUDICIAL.pdf?MOD=AJPERES 

Articulo 13º: 

“Cuando en un procedimiento administrativo surja una cuestión contenciosa, que requiera de un pronunciamiento previo, 
sin el cual no puede ser resuelto el asunto que se tramita ante la administración pública, se suspende aquel por la 
autoridad que conoce del mismo, a fin que el Poder Judicial declare el derecho que defina el litigio. Si la autoridad  
administrativa se niega a suspender el procedimiento, los interesados pueden interponer la demanda pertinente ante el 
Poder Judicial. Si la conducta de la autoridad administrativa provoca conflicto, éste se resuelve aplicando las reglas  
procesales de determinación de competencia, en cada caso.” 

https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/a6d71b8044baf16bb657ff1252eb7eb2/TEXTO%2BUNICO%2BORDENADO%2BDE%2BLA%2BLEY%2BORGANICA%2BDEL%2BPODER%2BJUDICIAL.pdf?MOD=AJPERES
https://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/a6d71b8044baf16bb657ff1252eb7eb2/TEXTO%2BUNICO%2BORDENADO%2BDE%2BLA%2BLEY%2BORGANICA%2BDEL%2BPODER%2BJUDICIAL.pdf?MOD=AJPERES
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En efecto, el mencionado artículo regula con claridad que en el supuesto que nos 

encontremos ante un procedimiento administrativo y llegase a surgir un asunto 

contencioso que requiere ser dilucidado previamente para que pueda ser resuelto 

posteriormente en la vía administrativa, se debe suspender dicho procedimiento 

administrativo. 

 
Como podemos apreciar, la norma es directa y manifiestamente aplicable al caso 

materia de este procedimiento sancionador, pues lo que se debatía en el proceso 

judicial es si dicha inejecutabilidad de las medidas de remediación de suelos del 

yacimiento Yanayacu programado en el PAC del Lote 8 se encontraba justificado 

o no; así como se debatía si el MINEM debía revaluar el pedido de aprobación de 

medidas de remediación sustitutorias propuestas por Pluspetrol. Por otro lado, lo 

que era materia de discusión dentro del procedimiento sancionador tramitado por 

el OEFA, era si cabía calificar esa inejecución de las medidas de remediación de 

suelos como infracción administrativa y sancionarla con multa, por constituir 

“objetivamente” un incumplimiento del PAC del Lote 8. 

 
Entonces, podemos observar como el OEFA no tomó en cuenta los alcances de 

la disposición contenida en el Artículo 13º de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 

y omitió disponer la suspensión del trámite del procedimiento administrativo 

sancionador. Por lo que impulsar el procedimiento administrativo tras conocer 

sobre la existencia del proceso judicial antes referido, constituyó una total 

arbitrariedad de la actuación administrativa del OEFA. 

 
A pesar de que Pluspetrol acreditó fehacientemente la existencia de dicha 

controversia judicial en giro, lo dicho por el Tribunal del OEFA constituyó una 

afirmación contra la lógica, la razón y con el Derecho; pues al emitir la Resolución 

en mención, “concluyó” que el procedimiento sancionador mediante la cual se 

impone la sanción de multa por no ejecutar las medidas de remediación de suelos 

en el yacimiento Yanayacu, “no guarda relación” con el citado proceso judicial, 

sosteniendo absurdamente que la cuestión contenciosa surgida en dicho proceso 

judicial no requería ser dilucidada de manera previa a lo que se decida en sede 

administrativa. 

 
Las actuaciones del OEFA nos permite apreciar que además de contravenir lo 

establecido en el Artículo 13º, también se vulneró el Artículo 64º de la Ley del 
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Procedimiento General, Ley Nº 27444 (que actualmente se encuentra regulado a 

partir del Artículo 75º), que permite a la Administración ante el conocimiento de 

una controversia judicial que requiera ser dilucidada de manera previa, inhibirse 

hasta que dicho órgano jurisdiccional resuelva la controversia. 

 
En atención a la citada disposición legal, lo que regula el artículo en mención es 

la necesidad de inhibición y consecuente suspensión del procedimiento 

administrativo cuando el proceso que se sigue en sede jurisdiccional deba resolver 

una cuestión controvertida que tiene incidencia directa en el procedimiento 

administrativo, como ocurre en este caso; dado que como se ha mencionado 

previamente, el OEFA pretendía calificar como infracción la no ejecución de las 

medidas de remediación asumidas por Pluspetrol en su PAC, pero esta faculta 

sancionadora del OEFA se encontraba condicionada necesariamente a que se 

esclarezca primero si dicha inejecución de medidas se encontraba justificada o 

no, es decir, a la materia controvertida en el proceso judicial. 

 
Dicho de otra manera, el OEFA al tomar conocimiento sobre la acción contenciosa 

iniciada por Pluspetrol contra el MINEM que se originó en el 2010, debía 

suspender su procedimiento sancionador hasta que quedara esclarecida la 

incertidumbre jurídica. Y esta disposición es absolutamente aplicable al caso, pues 

recordemos que en el Poder Judicial se estaba debatiendo desde el año 2010 si 

la inejecución de las medidas en que incurrió PLUSPETROL, previstas en su PAC, 

para el yacimiento Yanayacu, estaba justificada o no y sí; por ende, correspondía 

o no que se ejecute medidas distintas de remediación que adopten una diversa 

metodología a la prevista en el PAC original del Lote 8, con el fin de no afectar el 

ecosistema, pues la zona sujeta a remediación había presentado un fenómeno de 

recuperación natural, que resultaría dañado si se ejecutan las medidas previstas 

originalmente. 

 
A mayor abundamiento, correspondía que el OEFA se inhiba y disponga la 

suspensión del procedimiento en base a lo siguiente: 

 
- La aludida cuestión litigiosa planteada por Pluspetrol tenía repercusión directa 

en el presente procedimiento, dado que al estar referida a si era justificado o 

no la no ejecución de las medidas asumidas, dicha cuestión determinaría si el 

OEFA podía calificarlo como infracción o no. 
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- En efecto, en un escenario en que el proceso judicial determine que la 

inejecución si se encontraba justificada (y así sucedió), ello implicaba que el 

OEFA tenía que disponer el archivo del proceso iniciado contra Pluspetrol. 

 
- Es evidente la existencia de identidad de sujeto, hecho y fundamento entre el 

procedimiento sancionador y las cuestiones controvertidas en el proceso 

judicial, dado que ambos casos interviene Pluspetrol como el sujeto quien no 

ha ejecutado las medidas de remediación, mientras que los hechos y 

fundamentos en ambos procesos van en referencia a las medidas inejecutadas 

al plazo establecido. 

 
- Lo cierto es que la continuación del procedimiento requería necesariamente 

que se resuelva previamente la controversia en torno a las medidas de 

remediación si resultaban justificadas o no. 

 
En ese contexto, sostener (como lo hizo el Tribunal del OEFA), que la cuestión 

controvertida tramitada en vía judicial, no guardaba relación con lo que el OEFA 

estaba calificando justamente como infracción sancionable con multa (la 

inejecución de las medidas de remediación de suelos en dicho yacimiento 

Yanayacu), no sólo constituye una afirmación necia, sino principalmente una 

conclusión carente de toda lógica jurídica, que reviste a la resolución de grave 
vicio in cogitando. 

 
Este grave vicio al que se hace alusión, según Mazariegos (2008), es también 

conocido como una vulneración al principio de no contradicción, y debe 

entenderse como los defectos que se incurren a partir de la motivación de la 

sentencia; cuando se examina el control de logicidad en la sentencia absurda o 

arbitraria11. 

 
En esta misma línea, Ghiardi (1997) nos comenta que los errores in cogitando se 

pueden verificar cuando se observa el cumplimiento de las reglas del pensar, que 

es básicamente la lógica, o los principios lógicos12. Dicho de otra manera, este 
 
 

11 Mazariesgos, J (2008). Vicios de la Sentencia y Motivos Absolutorios de Anulación Formal como Procedencia del  
Recurso de Apelación Especial en el Proceso Penal Guatemalteco. Guatemala: Universidad de San Carlos de 
Guatemala. pp, 133. 
12 Ghirardi, O (1997) El Razonamiento Judicial. Lima: Edit. Academia de la Magistratura. pp, 106. 
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error in cogitando esta referido al vicio del razonamiento y se produce por un 

defecto en las premisas del juicio o violación de las reglas de la lógica. 

 
De las citas podemos deducir que el OEFA infringió el artículo 64º de la LPAG al 

no suspender su procedimiento sancionador cuando tuvo conocimiento de la 

materia de controversia judicial. Prueba de ello es que al emitir la Resolución 

materia de análisis, omitió tomar en cuenta la sentencia debidamente valorada en 

sede jurisdiccional que declaró a favor de Pluspetrol. 

 
Entonces, en atención a lo previamente dicho, lo que correspondía era que, las 

dependencias del OEFA resolviesen la suspensión del procedimiento 

administrativo hasta que el Juzgado emita un pronunciamiento firme; para que 

luego de ello, esclarecida la incertidumbre jurídica, el Tribunal del OEFA pudiese 

ejercer sus facultades y potestades públicas frente a Pluspetrol, pero no al revés. 

 
Entonces, ello quiere decir que el referido organismo (TFA del OEFA) ratificó la 

infracción y resolvió imponer la multa a Pluspetrol con manifiesta contravención al 

mencionado artículo, a pesar de conocer expresamente la existencia de una 

controversia jurisdiccional cuyo esclarecimiento debía darse de manera previa a 

cualquier pronunciamiento administrativo. 

 
En efecto, el OEFA inobservó el alcance del artículo 64º de la LPAG, que fue 

invocado en su momento por Pluspetrol para obtener la suspensión del trámite del 

procedimiento administrativo, dado que era necesario conocer de modo previo 

como se dilucidaría la controversia jurisdiccional respecto a si era justificado o no 

la inejecución de las medidas de remediación de los suelos del yacimiento 

Yanayacu, lo cual resultaba ser la premisa esencial para que el OEFA pueda 

pronunciarse. 

 
En tal sentido, es evidente que los actos administrativos del OEFA incurrieron en 

vicios de nulidad, previstos en el artículo 10º del TUO de la Ley Nº 27444, en 

específico el inciso 1) que establece “la contravención a la Constitución, a las leyes 

o a las normas reglamentarias”13 
 
 
 

13 Ley 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (11 de abril de 2001). Diario Oficial El Peruano. Artículo 
10º. 
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Por lo expuesto, resulta evidente que las dependencias del OEFA incurrieron en 

un grave vicio de nulidad por infringir lo establecido en el artículo 64º de la LPAG 

al no suspender el procedimiento sancionador cuando tomaron conocimiento de 

las cuestiones pendientes que venían discutiéndose en sede jurisdiccional. 

 
Problema Secundario 1.1: ¿Resulta arbitrario que el OEFA haya calificado 

una situación de hecho como infracción administrativa a pesar que la 

legitimidad de dicha situación venía siendo materia de controversia judicial 

previo al inicio del procedimiento administrativo sancionador tramitado por 

el OEFA? 

 
Se debe recordar que PLUSPETROL, en mayo del año 2009, solicitó a la Dirección 

General de Asuntos Ambientales Energéticos del Ministerio de Energía y Minas, 

un pedido solicitando que se declare la inejecución de las medidas de remediación 

en los suelos del yacimiento Yanayacu. 

 
Por lo que debemos de cuestionarnos: ¿no constituye ese pedido (la inejecución 

de medidas de remediación de suelos), lo que motivó el inicio del proceso 

contencioso administrativo tramitado ante el Juzgado de Lima, la misma materia 

que el OEFA pretende sancionar como infracción administrativa? La respuesta es 

evidente: sí. 

 
Y para ello, se debe tener en cuenta que el Tribunal del OEFA, al emitir la 

Resolución, ya contaba en los actuados administrativos con la sentencia emitida 

por el Juzgado de Lima, tramitado bajo el Expediente 4299-2010, que resolvió 

FUNDADA la demanda interpuesta por PLUSPETROL, y que anuló la Resolución 

expedida por el MINEM, que había denegado dicho pedido de inejecución de las 

medidas de remediación de suelos en el yacimiento Yanayacu que opera 

PLUSPETROL. 

 
Prueba de ello, es la página 31) de la Resolución del Tribunal del OEFA materia 

de análisis, mediante el cual el TFA afirmó haber recibido los documentos en 

referencia al Proceso Contencioso Administrativo, que incluía la Sentencia 

fundada a favor de Pluspetrol. 
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No obstante, el Tribunal a pesar de tener conocimiento sobre el proceso judicial, 

omitió disponer la suspensión del trámite del procedimiento administrativo 

sancionador. Es así que, ratifica como infracción administrativa dicha inejecución 

de las medidas adoptada por PUSPETROL, así como ratificar la sanción bajo la 

multa de 8047,41 UIT. 

 
Pese a que la cuestión litigiosa en mención tenía repercusión directa en el 

procedimiento iniciado por el OEFA contra Pluspetrol, el TFA omitió suspender el 

procedimiento, con clara violación de la disposición referida al Artículo 64º de la 

Ley Nº 27444, asumiendo a priori una posición y ratificando una infracción, así 

como su multa. 

 
Como es de conocimiento, este artículo regula la necesidad de inhibición y 

consecuente suspensión del trámite administrativo cuando la cuestión litigiosa que 

se sigue en sede jurisdiccional debe ser esclarecida previamente al 

pronunciamiento de la entidad, dado que tiene incidencia directa en el 

procedimiento administrativo, como ocurre en este caso, dado que la el proceso 

sancionador iniciado por el OEFA se encontraba condicionada necesariamente, a 

que se esclareciese la materia controvertida en sede jurisdiccional, toda vez que 

si el Juzgado declaraba fundado lo solicitado por Pluspetrol (como así sucedió), 

eso implicaba que el incumplimiento se encontraba justificado y por ende no sería 

objeto de sanción, y como consecuencia, el OEFA tendría que proceder a archivar 

el procedimiento. 

 
En este punto es relevante recordar lo expuesto por Huapaya (2019), que la figura 

del proceso contencioso tiene como objetivo no solo el control de legalidad del 

Estado sobre la administración pública, sino la protección de los derechos de los 

administrados14. En ese sentido, los órganos competentes del Poder Judicial son 

los que realizarán un control jurisdiccional exhaustivo sobre lo efectuado por parte 

de la administración pública, como así lo dispone la nuestra Constitución a partir 

del artículo 148º, la cual establece que “las resoluciones administrativas que 

causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso- 

administrativa”15. 
 
 

14 Huapaya, R (2019) El proceso contencioso-administrativo. Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo 

Editorial. Pp. 31. 
15 Constitución Política del Perú (1993). Artículo 148º. 
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Dicho ello, el proceso contencioso administrativo es un mecanismo que permite a 

los administrados que no se encuentren conformes con las decisiones y 

actuaciones de la Administración, que se revisen y pasen por este control 

jurisdiccional en el Poder Judicial, es una garantía judicial. 

 
En este contexto, y retomando el caso materia de análisis, ha quedado claro que 

lo que se discutía en el proceso tramitado en la vía judicial, requería ser dilucidada 

de manera previa a la decisión que pueda recaer en el procedimiento 

administrativo sancionador, pues si el Poder Judicial concluía que la posición de 

PLUSPETROL de inejecutar las medidas de remediación de suelos en el 

yacimiento Yanayacu tenía fundamento en la protección ambiental de la zona 

sujeta a remediación, en la que se ha producido un fenómeno de regeneración 

natural; el incumplimiento de dichas medidas, sería un incumplimiento justificado 

y por lo tanto la entidad administrativa (en este caso el OEFA), no podría calificar 

dicho incumplimiento como infracción punible con multa. 

 
En conclusión, no queda duda que el calificar a priori y sin esperar el resultado 

final del derecho que declare el Poder Judicial en la controversia iniciada en mayo 

del año 2010, convierte a las resoluciones del OEFA en arbitrarias, prematuras y 

contrarias a Derecho, pues viola de manera flagrante lo expresamente regulado 

en el artículo 13º de la Ley Orgánica del Poder Judicial y también la disposición 

regulada en nuestra Ley del Procedimiento Administrativo General, precisamente 

el artículo 64º, actualmente regulado en el 75º del TUO de la LPAG. 

 
Problema Secundario 1.2: ¿Las resoluciones del OEFA contravienen el 

Principio de No Regresión Ambiental? 

 
Debemos partir de lo establecido en nuestra Constitución Política del Perú, en 

específico el numeral 22 del artículo 2º mediante la cual se establece como 

derecho fundamental de toda persona el “gozar de un ambiente equilibrado y 

adecuado al desarrollo de su vida”16; derecho que a su vez mantiene una línea 

jurisprudencial uniforme17. 
 

16 Constitución Política del Perú de 1993 
Artículo 2º Toda persona tiene derecho: 
22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y 

adecuado al desarrollo de su vida. 
17 Tribunal Constitucional (2007) Sentencia Nº 03343-2007-PA/TC 
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Como se advierte, el nivel de protección al ambiente está establecido por rango 

constitucional, cuyo contenido esencial determina a que toda persona goce de un 

ambiente equilibrado. Ello implica que tanto las autoridades administrativas, así 

como los particulares tengan como obligación adoptar las medidas necesarias 

para que se pueda prevenir los daños al medio ambiente a partir de la regulación 

ambiental en nuestro sistema jurídico nacional que se llega a concretizar en los 

respectivos instrumentos de gestión ambiental. 

 
En esta misma línea, a partir de su artículo 9º de la Ley Nº 28611 - Ley General 

del Ambiente18 se alude a que la Política Nacional del Ambiente busca garantizar 

la permanencia de los ecosistemas saludables, así como el crecimiento sostenible 

del país mediante la prevención, protección y recuperación del ambiente. 

 
Entonces, a partir del marco normativo ambiental, el Estado Peruano para 

proteger el medio ambiente, ejerce su potestad sancionadora a través de un 

debido procedimiento administrativo, y así poder fiscalizar adecuadamente el 

incumplimiento de las normas ambientales. 

 
Bajo este marco, debemos de cuestionarnos principalmente si ¿la no ejecución de 

las medidas de remediación de suelos previstas en su PAC de Pluspetrol para el 

yacimiento Yanayacu, era justificado o no? La respuesta es afirmativa dado que 

tiene justificación en las normas y principios que contiene la Ley General del 

Ambiente, la legislación sobre las Áreas Naturales Protegidas y la finalidad de las 

propias normas reglamentarias que regulan los Planes Ambientales 

Complementarios, que serán desarrollados a continuación. 

 
En el presente caso, coincido con la postura de Pluspetrol respecto a no ejecutar 

las medidas de remediación en los sitios impactados dentro del yacimiento 

Yanayacu, en atención a los Principios de Prevención Ambiental y el Principio 

Precautorio, que se encuentran regulados a partir de los artículos VI y VII del Título 

Preliminar de la Ley General del Ambiente19. 
 
 
 

Tribunal Constitucional (2004) Sentencia Nº 0048-2004-AI 
18 Ley Nº 28611 (2005) Ley General del Ambiente. Artículo 9º. 
19 Ídem 
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En aplicación de los principios mencionados, Pluspetrol tenía el deber de prevenir, 

así como evitar el deterioro ambiental de las áreas en las cuales operaba, es decir, 

del Lote 8. Así como en base al principio precautorio, si existían indicios 

razonables de peligro o daño inminente a dicha zona, debía ejecutar medidas 

destinadas a mitigar los posibles peligros. 

 
En ese sentido, las medidas de remediación de suelos que habían sido aprobadas 

en su PAC, contravendrían a esos principios mencionados, pues una evaluación 

técnica realizada demostró que la ejecución de dichas medidas generaría un 

deterioro ambiental negativo en la zona, en tanto se había producido un fenómeno 

de regeneración natural, por lo que estas medidas que consistían básicamente 

movilización de equipos, maquinaria pesada, materiales y personal; instalaciones 

provisionales de campamentos, así como construcción de vías de acceso 

terrestres y acuáticos, no resultaban ser las apropiadas para esta zona. 

 
Asimismo, tomando como base que el “incumplimiento de ejecutar medidas de 

remediación de sitios” por parte de Pluspetrol, se encontraría justificado al tener 

un fallo que respalda su posición jurisdiccionalmente (Sentencia por Resolución 

Nº 13), y que se evidencia además que las resoluciones del OEFA no tomaron en 

cuenta el Principio de no Regresión Ambiental, sobre todo porque la zona sujeta 

a remediación (Yanayacu) constituye parte de la Reserva Natural Pacaya-Samiria, 

la cual presentó un fenómeno de regeneración natural. 

 
Es en atención a este Principio de no Regresión Ambiental, que las acciones de 

remediación no pueden generar mayores impactos que los producidos por el 

desarrollo mismo de la actividad económica que soporta la zona sujeta a 

remediación. 

 
En ese sentido, según Mario Peña Chacón20(2020), la prohibición de regresión 

permite limitar las potestades sobre las actuaciones del Estado, y esta limitación 

permite que no se derogue, reduzca o desaplique alguna normativa ambiental lo 

cual justificaría a su vez esta garantía de mantener el nivel actual de protección 

alcanzado hasta ese momento en particular. 
 
 
 
 

20 Peña, M (2020). El ABC del Principio de No Regresión. 
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Coincido con Peña, en tanto este principio de no regresión ambiental evita que se 

retroceda respecto a los niveles de protección alcanzados hasta el momento. 

Dicho de otra manera, este principio dispone que no se emita una disposición legal 

posterior que disminuya la protección ya concedida hasta ese momento en favor 

del medio ambiente. Esto trasladado al caso en concreto, implica que, en atención 

al principio mencionado, el OEFA debía priorizar la situación actual de la zona que 

estaba sujeta a remediación, y entendiendo que ya se había producido una 

regeneración natural, las medidas que habían sido establecidas no resultaban 

convenientes de ser ejecutadas. 

 
Sin embargo, el TFA del OEFA omitió todo lo dicho anteriormente y consideró que 

de igual forma constituía una infracción sancionable por el solo hecho de que 

constituía una obligación de su Plan Ambiental Complementario que había 

asumido en un principio Pluspetrol, es decir, no le otorgó la debida importancia a 

que esas medidas perjudicarían una zona que se encontraba dentro de una 

Reserva Natural, para solo avocarse a sus competencias sancionadoras, 

contraviniendo de esta manera a su propia finalidad del OEFA, que es garantizar 

una armonización entre las actividades económicas que realizan los particulares 

y una protección del ambiente. 

 
Lo dicho en el párrafo precedente nos permite aterrizar adecuadamente en cómo 

el Tribunal del OEFA no valoró la Opinión Técnica del SERNANP21-; y, como 

consecuencia la contravención al Reglamento de la Ley de Áreas Naturales 

Protegidas por el Estado. 

 
Para ello, resulta necesario recodar que el yacimiento Yanayacu, que opera 

Pluspetrol en el Lote 8 se ubicada en la selva del Perú específicamente en el 

departamento de Loreto, y que a su vez constituye una zona de amortiguamiento 

de la Reserva Natural Pacaya-Samiria. Dicha Reserva Nacional es considerada 

una de las áreas protegidas más extensas del País, considerada una pieza 

fundamental en la Amazonía Peruana debido a su importancia biológica y 

ecológica reconocida internacionalmente. 
 
 
 
 
 
 

21 Entidad adscrita al Ministerio del Ambiente encargada de asegurar la conservación de Áreas Naturales Protegidas. 
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De igual manera, según la Ley de Áreas Naturales Protegidas Nº 2683422, las 

Zonas de Amortiguamiento, son aquellas zonas adyacentes a las áreas naturales, 

que, por su propia naturaleza, así como ubicación requieren un método específico 

y adecuado para garantizar la conservación de dicha área. 

 
De este modo, cualquier labor o trabajo que implique desplazamientos y/o 

afectación a dicha área geográfica debe obtener la opinión previa y acorde del 

SERNANP, que es el organismo rector del Estado encargado de la protección de 

las áreas naturales. 

 
Por tal razón, durante el procedimiento administrativo sancionador, Pluspetrol 

expuso, tanto ante OSINERGMIN como el OEFA, que las medidas de remediación 

de suelos previstas no pudieron ejecutarse porque el SERNANP, que constituye 

el organismo oficial a cargo de las áreas naturales, dictaminó que las 

características con que debían ejecutarse, según lo establecido en su PAC, 

resultaban medidas invasivas, cuyo resultado resultaría contraproducente y 

perjudicial para la zona, sobre todo teniendo en cuenta que en tales áreas se había 

producido un fenómeno de recomposición natural, que era necesario proteger.23 

 
Entonces, el pedido de Pluspetrol hacia el Ministerio de Energía y Minas realizado 

el 21 de mayo de 2009, mediante la cual solicitó que se le autorice a inejecutar las 

medidas de remediación y a realizar un conjunto de medidas sustitutorias, 

resultaba razonable y justificado en tanto existía una opinión técnica de un 

organismo oficial del Estado, del Sector Ambiente, (como lo es el SERNANP), que 

afirmaba que dichas medidas, no sólo no iban a cumplir su propósito de remediar 

la zona impactada, sino que además iban a generar un impacto negativo en la 

zona sujeta a remediación. 

 
Así pues, se observa que el fundamento de la inejecución de medidas de 

remediación propuesto por Pluspetrol contaba con dicho fundamento técnico 

proveniente de un organismo oficial del Estado, emitido con arreglo a las 

competencias y atribuciones que le asigna el Reglamento de la Ley de Áreas 

Naturales Protegidas por el Estado. 
 
 
 

22 Ley de Áreas Naturales Protegidas Ley Nº 26834 (1997). 
23 Oficio Nº 246-2009-SERNANP-RNPS-J con fecha 10 de agosto de 2009. 
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A pesar de ello, dicha opinión no fue tomada en cuenta por el TFA del OEFA, el 

cual, al emitir la Resolución sub-litis se limitó a señalar que son parte de sus 

competencias del OEFA el supervisar y fiscalizar el cumplimiento de los 

compromisos establecidos en los instrumentos de gestión ambiental, razón por la 

que el OEFA no debe atender ni mucho menos evaluar la viabilidad ambiental de 

los compromisos asumidos en los documentos aprobados sectorialmente, sino 

simplemente a constatar y sancionar si un determinado compromiso es ejecutado 

o no. 

 
De las actuaciones del OEFA podemos apreciar cómo no valoró adecuadamente 

la opinión técnica del SERNANP, pues más allá de no darle la debida relevancia 

a que un organismo del Estado opine que determinada medida de remediación no 

se lleve a cabo, porque su ejecución podría ser o resultar más dañosa que el 

pasivo ambiental que se pretende remediar; simplemente se avocó a sus 

competencias para establecer si uno o más compromisos del PAC de Pluspetrol 

fueron o no ejecutados en los plazos correspondientes, para así poder 

sancionarlo. 

 
Resulta evidente que la resolución en cuestión, transgrede la normativa 

reglamentaria que rige la protección ambiental en materia de hidrocarburos y en 

la normativa de protección de áreas naturales, pues avocándose únicamente a 

sus funciones de supervisar y fiscalizar el cumplimiento de obligaciones 

contenidas en los instrumentos de gestión ambiental, al OEFA se desentendió 

respecto a si la ejecución de dichos compromisos, resultaban perjudiciales o 

contrapuestos a la propia finalidad del PAC aprobado, que es justamente el 

proteger el medio ambiente o la mayor mitigación posible de los impactos que 

puedan generar la actividades extractivas. 

 
Conviene subrayar lo dicho por el Tribunal del OEFA, cuando sostiene que la 

opinión del SERNANP carece de sustento e idoneidad suficiente para exonerar de 

responsabilidad administrativa a Pluspetrol, a sabiendas que dicha opinión sí fue 

debidamente valorada en sede jurisdiccional, mediante la cual se declaró fundada 

la demanda interpuesta por Pluspetrol contra el Ministerio de Energía y Minas, en 

el que se discutía la legitimidad de la actuación de Pluspetrol de no ejecutar las 

medidas de remediación de suelos originalmente previstas en su PAC del Lote 8. 
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Por lo expuesto, se puede establecer que el Tribunal del OEFA al desestimar la 

opinión técnica del SERNANP, incurrió en grave contravención a las normas 

reglamentarias que rigen la protección de las áreas naturales, que administra el 

SERNANP; y, por ende, al Principio de No Regresión Ambiental. 

 
Problema Principal 2: ¿El OEFA ha vulnerado el Principio de legalidad y 

razonabilidad respecto a la determinación de la sanción administrativa 

ascendente a 8047.41 UIT? 

 
Para el presente caso, la sanción impuesta contra Pluspetrol se encontraba 

regulada en el numeral 3.4.4 de la “Tipificación y Escala de Multas y Sanciones 

de Hidrocarburos” contenida en la “Tipificación de Infracciones y Escala de Multas 

y Sanciones de OSINERGMIN”24. 

 
Mediante su aprobación de Escala de Sanciones se faculta que se puedan 

imponer hasta multas de 10,000 Unidades Impositivas Tributarias, representando 

la multa impuesta contra Pluspetrol de 8,047,41 UIT casi el 81% del máximo 

permitido por la Escala. 

 
Ahora bien, de acuerdo al Principio de Razonabilidad que consagra el numeral 1.4 

del Artículo III del Título Preliminar de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General Ley Nº 2744425, las decisiones de la Autoridad Administrativa cuando 

impongan sanciones, deben adaptarse dentro de los límites de la facultad atribuida 

y manteniendo la debida proporción entre los medios a emplear y los fines públicos 

que deba tutelar, a fin de que respondan a lo estrictamente necesario para la 

satisfacción de su cometido. Ello constituye un principio garantista a favor de todos 

los administrados y un límite al poder discrecional de la Administración en el 

ejercicio de la potestad sancionadora. 

 
Dicho de otra manera, este principio implica que toda actuación administrativa 

debe tener en cuenta dos requisitos al momento de imponer sanciones a los 

administrados, por un lado y teniendo en cuenta a su vez el principio de legalidad, 

sus decisiones no pueden exceder los límites de sus facultades que fueron 

atribuidas, es decir, debe limitarse a lo que le ha sido otorgado y sobre ello 
 

24 Resolución del Consejo Directivo Nº 028-2003-OS/CD (14 de febrero de 2003). 
25 Ley 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (11 de abril de 2001). Diario Oficial El Peruano. Artículo III 
del Título Preliminar. 
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desplegar su potestad sobre los administrados. El segundo requisito va en 

referencia a la proporcionalidad que debe tener la sanción respecto de la 

infracción infringida, y para ello debe tomar en cuenta los criterios de graduación 

como es el beneficio ilícito de la infracción cometida por el administrado, la 

probabilidad de detección, el perjuicio económico, la gravedad del daño al interés 

público o bien jurídico protegido (que en este caso sería el medio ambiente), entre 

otros factores. 

 
En el caso en concreto, se debe recordar que el PAC del Lote 8 comprendía 

diversos compromisos ambientales respecto a varios Yacimientos, en específico 

5 que son los denominados Valencia, Capirona, Pavayacu, Corrientes y 

Yanayacu, siendo este último objeto del procedimiento sancionador por el que se 

impone la multa, bajo la infracción de no haber cumplido en el plazo originalmente 

previsto en el PAC la limpieza específica de 4 sitios del yacimiento Yanayacu. 

 
Ahora, si bien se aprecia que la sanción impuesta está comprendida dentro de los 

límites de las facultades otorgadas al OEFA, las dependencias del OEFA imponen 

una sanción de casi el máximo permitido por el incumplimiento de no ejecutar las 

medidas de remediación de sitios en solo 4 de 27 sitios sujetos a dicha obligación, 

y respecto de uno de los cinco yacimientos. Es decir, el OEFA no ha tomado en 

cuenta que el PAC comprendía un conjunto de diversos compromisos, entre los 

cuales el relativo a la remediación de suelos es solo un subconjunto. Por tanto, a 

Pluspetrol se le está imputando una infracción sancionable de casi por el máximo 

permitido por no haber culminado la limpieza de un poco más del 10% del TOTAL 

de suelos que en su momento se comprometió a remediar (27 sitios) y respecto 

de uno solo de los 5 yacimientos en total. 

 
Entonces, si bien esta sanción cumple con el primer requisito del principio de 

razonabilidad explicado anteriormente, pues se encuentra dentro del margen 

permitido que la autoridad sancionadora puede ejercer sobre los administrados, 

es evidente que no se cumple con el segundo requisito de guardar una proporción 

entre la sanción y la infracción, pues se deduce a un primer nivel superficial de 

análisis que la sanción exorbitantemente impuesta corresponde a un 

incumplimiento casi total de todos los compromisos de Pluspetrol, es decir, como 

si se hubiese incumplido con remediar casi en su totalidad los 27 sitios y de los 5 

yacimientos. 
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Sin embargo, como ya se ha precisado anteriormente, el incumplimiento en que 

incurre Pluspetrol va solo en referencia a 4 sitios y de un solo yacimiento en 

particular, Yanayacu. Y a pesar de ello, el OEFA lo ha sancionado 

desproporcionadamente y sin justificarlo adecuadamente. 

 
En este punto se debe mencionar que, en el ámbito de funciones de fiscalización 

y sanción de OEFA, se debe procurar que las decisiones de toda entidad 

administrativa que tengan estas potestades sancionadoras (como lo es en el 

presente caso) basen sus decisiones en un análisis objetivo y como consecuencia 

de ello impedir arbitrariedades que afecten los derechos de los administrados, sin 

embargo, ello no se aprecia en este caso. 

 
Prueba de ello, son los puntajes que se otorgaron en los factores de gradualidad 

para “justificar” la sanción, por ejemplo, se asigna el puntaje de “6” al factor de 

gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido, un “9” al beneficio 

ilegalmente obtenido, y un “1” a la probabilidad de detección sin fundamentar por 

qué se decidió esos puntajes y aquí es donde uno se pregunta: ¿de dónde 

provienen esos puntajes? ¿Por qué esos puntajes y no otros? ¿Cuál es la escala 

de asignación de los puntajes? 

 
Resulta manifiesta la existencia de una motivación aparente en el momento en 

que se fija el quantum de la sanción, y por consecuencia una evidente transgresión 

a la obligación constitucional y legal de motivar los fallos y decisiones en el 

ejercicio del poder público. 

 
En este punto resulta relevante hacer referencia al Principio de Proporcionalidad 

que ha seguido una clara línea jurisprudencial al establecer tres subprincipios para 

imponer sanciones, como son (i) la idoneidad de la medida, (ii) la necesidad de la 

misma, (iii) y el grado de intensidad en el que se realice el objetivo de la medida 

sancionadora ya que debe ser equivalente al grado de intensidad en que se afecte 

el derecho26. 

 
En ese sentido, se observa que el Tribunal del OEFA no tuvo en cuenta los 

criterios establecidos por el Tribunal Constitucional según el cual, al momento de 
 

26 Tribunal Constitucional (2005) STC Nº 3567-2005-AA/TC, fundamento 5. 
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fijar la sanción respectiva, la autoridad no debe limitarse a realizar un 

razonamiento puramente mecánico, de aplicación de normas, sino que, además, 

debe efectuar una apreciación razonable de los hechos en cada caso, que es 

justamente lo que no realizó el Tribunal del OEFA. 

 
Ahora, en base a los criterios mencionados, y la fórmula matemática que utilizó la 

DFSAI para imponer la multa, se aprecia que no cita la base legal que sustenta 

dicha fórmula, por lo que nos permite asumir que no está reconocida en el marco 

jurídico nacional vigente, y como consecuencia, vulnera el derecho de defensa de 

Pluspetrol. 

 
Prueba de ello, es la página 35) de la resolución del Tribunal del OEFA, donde 

reconoce textualmente que la fórmula empleada para la determinación del 
quantum de la multa (8,047.41 UIT) no tiene base legal ni reglamentaria, y que 

se basa exclusivamente en un Informe Interno (Informe Nº 040-2012- 

OEFA/DFSAI/SDSI). Agrega, además que la citada fórmula no requiere ser 

aprobada por algún dispositivo legal ya que el OEFA guarda un nivel de 

discrecionalidad para determinar la cuantía de la sanción aplicable dentro de los 

rangos mínimos y máximos para cada tipo de infracción, por tanto “se encuentra 

autorizada de emplear la metodología que resulte coherente con los fines de su 

potestad punitiva”27. 

 
Estas afirmaciones del OEFA nos permite contemplar de manera clara la 

vulneración al Principio de Legalidad reconocido en la Constitución Política del 

Perú, por la cual se exige que las conductas tipificadas como ilícitas y las 

sanciones aplicables estén previamente contempladas en una norma con rango 

de ley.28 
 
 
 
 
 
 

27 Resolución Nº 006-2013-OEFA/TFA. Pp. 35. 
28 Constitución Política del Perú 
“Artículo 2º Toda persona tiene derecho: 
(…) 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
a) Nadie esta obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe.  
(…) 
d. Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente 

calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no 
prevista en la ley. 

(…)” 
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Ahora, en el ámbito administrativo, la tipificación de infracciones se establece que 

no requiere una reserva absoluta de ley, pues se recurre a la colaboración 

reglamentaria como ya el Tribunal Constitucional29 lo ha establecido: 

 
“(…) por tanto, no está sujeto a una reserva de ley absoluta, sino que 

puede ser complementado a través de los reglamentos respectivos.” 

(resaltado añadido) 

 
Lo expuesto por el TC guarda correspondencia con lo establecido en el numeral 

4) del Artículo 230º de la Ley Nº 2744430, en la cual se especifica que los preceptos 
reglamentarios pueden determinar específicamente aquellas dirigidas a identificar 

las conductas sancionables a las previstas legalmente. Además, en el presente 

artículo se establece que en la tipificación de infracciones no se puede imponer 

a los administrados el cumplimiento de obligaciones que no estén previstas 

previamente en una norma legal o reglamentaria. 

 
De esta manera, se aprecia que la sanción impuesta por OEFA no solo resulta 

desproporcional, sino que se encuentra agravada por la carencia de sustento 

técnico que la justifique, pues el supuesto informe del año 2012 no ha sido 

aprobado por disposición legal. 

 
Esto implica que es jurídica y materialmente imposible que todo administrado al 

que OEFA aplique dicha fórmula, se vea impedido de conocer cuáles son los 

criterios evaluación para determinar el quantum de las multas. 

 
En suma, en la graduación de la sanción, se evidencia como el OEFA transgredió 

el principio de razonabilidad, pues al imponer la sanción obvió en absoluto el 

hecho de que existía una opinión técnica del SERNANP, organismo competente 

del Estado que tiene como objetivo la protección de las áreas naturales, que ha 

dictaminado en el sentido que las medidas de remediación de suelos previstas en 

el PAC que opera Pluspetrol, no deben ser ejecutadas, a fin de no generar 

impactos negativos en dicha zona. 
 
 
 

29 Tribunal Constitucional (2010) Expediente Nº 00197-2010-PA/TC, fundamento 5. 
30 Ley 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (11 de abril de 2001). Diario Oficial El Peruano. Artículo 
230º. Texto que actualmente se encuentra regulado en el 248º, modificado según el artículo 2 del Decreto Legislativo Nº 
1272. 
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No solo ello, el OEFA no ejerció su potestad sancionadora con arreglo al principio 

de proporcionalidad, pues no resulta proporcional que, por un incumplimiento 

parcial de un conjunto de compromisos, que atañe sólo a uno de todos los 

yacimientos que opera Pluspetrol, y dentro de estos a sólo 4, de un total de 27 

sitios materia de remediación, se imponga una sanción que representa casi el 

monto máximo permitido por la Escala de Multas. 

 
Asimismo, aun existiendo la opinión oficial del SERNANP, que justificaba el no 

remediar los suelos de la manera prevista, el OEFA, dentro de su amplia 

discrecionalidad, impuso una sanción de multa representando casi el máximo 

permitido por la Escala de Multas, incurriendo con ello en una actuación 

desproporcional, desmedida y arbitraria. 

 
Por último, se vulneró el principio de legalidad en tanto se utilizó una fórmula 

empleada para la determinación del quantum de la multa (8,047.41 UIT) en base 

un informe Interno Nº 040-2012-OEFA/DFSAI/SDSI sin reconocimiento legal o 

reglamentaria. 

 
 

Problema Secundario 2.1: ¿La actuación del OEFA infringe el Principio de 

Interdicción de la Arbitrariedad? 

 
El principio de Interdicción de la Arbitrariedad se encuentra reconocido 

constitucionalmente a partir de las disposiciones 3º y 43º de nuestra Constitución 

Política del Perú31, donde se establece el Estado Social y Democrático del Estado 

y es a partir de este principio que se encuentra prohibido que toda actuación 

administrativa sea arbitraria. 

 
Asimismo, este principio contiene un doble significado: (i) en un sentido clásico y 

genérico, la arbitrariedad aparece como el reverso de la justicia y el derecho y, (ii) 

en un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como lo carente de 

fundamentación objetiva; como lo incongruente y contradictorio con la realidad que 

ha de servir de base a toda decisión.32 
 
 
 

31 Constitución Política del Perú (1993). Artículo 3º y 43º. 
32 Tribunal Constitucional (2004) Expediente N° 0090-2004-AA/TC, fundamento 12. 
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En esta misma línea, el Tribunal Constitucional ha establecido criterios de 

actuación de las entidades públicas en el ejercicio de su potestad sancionadora, 

tales como la sentencias STC Nº 1803-2004-AA/TC33, la STC Nº 0090-2004- 

AA/TC34, que consagran los principios de interdicción de la arbitrariedad, de 

razonabilidad y de proporcionalidad en el ejercicio de la potestad sancionadora de 

la Administración. 

 
De igual modo, se ha establecido que las autoridades administrativas que cuentan 

con estas facultades sancionatorias no deben realizar una simple aplicación 

mecánica de la normativa aplicable al caso, sino que requiere un análisis más 

profundo y ello implica una apreciación razonable y adecuada de los hechos en 

cada caso, tomando en cuenta sus propias particularidades. Es así que el 

resultado de este análisis adecuado en base a una adecuada valoración y 

evaluación llevará a adoptar una decisión razonable, proporcional y no arbitraria.35 

 
En ese sentido, conviene resaltar el hecho concreto que evidenció el actuar 

arbitrario del OEFA cuando se determinó el quantum de la multa impuesta a 

Pluspetrol; y fue la emisión de la Resolución de Presidencia de Consejo Directivo 

Nº 011-2013-OEFA/PCD publicada en el diario oficial el 18 de enero de 2013, es 

decir, con fecha posterior a la emisión de la Resolución que confirmó la multa (08 

de enero de 2013), a través de la cual se puso a consideración, (con fines de 

recibir comentarios, observaciones y sugerencias), la Metodología para el Cálculo 

de las Multas y la Aplicación de los Factores Agravantes y Atenuantes a utilizar 

por el OEFA en la graduación de las sanciones que impone dicho organismo.36 

 
Como se aprecia, el Tribunal del OEFA, luego de aplicar la fórmula para 

determinar la multa asignada al caso de Pluspetrol, con posterioridad inició un 

proceso de validación reglamentaria para el empleo de dicha fórmula como la que 

fue utilizada, sin sustento legal y/o normativo en nuestro ordenamiento, para 

imponer la sanción ascendente a 8,047.41 UIT contra PLUSPETROL. 
 
 
 
 
 

33 Tribunal Constitucional (2004) Expediente N.° 1803-2004-AA/TC, fundamento 12 y 14. 
34 Tribunal Constitucional (2004) Expediente N° 0090-2004-AA/TC, fundamento 12. 
35 Tribunal Constitucional (2010) Expediente Nº 03167-2010-PA/TC, fundamento 10. 
36 Resolución de Presidencia de Consejo Directivo Nº 011-2013-OEFA/PCD (2013). Metodología para el cálculo de las 
multas base y la aplicación de los factores agravantes y atenuantes a utilizar en la graduación de sanciones . Publicada 
en el diario El Peruano el 18 de enero de 2013. 
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Es así que, la sanción que se impuso, no cumplía con los estándares de legalidad 

exigido por Ley, pues la DFSAI y posteriormente confirmada por el Tribunal del 

OEFA, no sustentaron la asignación de puntajes atribuidos a los distintos factores 

que conformaban la fórmula empleada, trasgrediendo así el principio de 

interdicción de la arbitrariedad. 

 
Resulta evidente la vulneración al Principio de Interdicción de la Arbitrariedad al 

reconocerse la carencia de base normativa para el empleo de la fórmula 

matemática aplicada para determinar el monto de la sanción, pues ninguna norma 

establecía de manera expresa su empleo por parte del OEFA o de cualquier otra 

entidad pública, lo que origina la imposición de una desproporcionada y totalmente 

arbitraria multa. 

 
Sobre el particular, García de Enterría y Fernández refieren que, en efecto, no 

existe ningún espacio en el que la Administración Pública pueda actuar en forma 

libre, con un poder jurídico; sino que todos sus actos y disposiciones deben 

someterse y ser conformes al Derecho, que condiciona y determina la acción 

administrativa. El derecho objetivo no solo tiene como finalidad limitar las 

actuaciones de la Administración, sino que son a partir de la misma existencia de 

las normas que ajustan estas actuaciones concretas.37 

 
De lo dicho, resulta indudable que la Resolución del Tribunal del OEFA presentó 

un gran vicio de nulidad referido a la carencia de base normativa para el empleo 

de la fórmula matemática aplicada para determinar el monto de la sanción, pues 

ninguna norma establecía de manera expresa su empleo por parte del OEFA o de 

cualquier otra entidad pública, lo que originó la imposición de una 

desproporcionada y arbitraria multa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

37 García de Enterría, E y Fernández (2005). Curso de Derecho Administrativo I (12º ed.). Civitas Ediciones S.L Madrid, 
p. 448. 
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VI. CONCLUSIONES 

 
 

A partir del análisis realizado se puede concluir que las dependencias del OEFA 

han vulnerado el Artículo 64º de la Ley del Procedimiento General, Ley Nº 2744438 

que regula la suspensión del procedimiento ante el conocimiento de una 

controversia en sede jurisdiccional que debe ser dilucidada de manera previa, que 

en el caso en concreto, era si resultaba justificado la inejecución de las medidas 

de remediación de suelos en el yacimiento Yanayacu. 

 
Lo que correspondía era que el OEFA suspendiese el trámite del procedimiento 

administrativo sancionador hasta que el Juzgado emita un pronunciamiento firme; 

para que luego de ello, esclarecida la incertidumbre jurídica, el Tribunal del OEFA 

pudiese ejercer sus facultades y potestades públicas válidamente frente a 

Pluspetrol, pero no al revés. 

 
Asimismo, el OEFA ha transgredido el Principio de No Regresión Ambiental al no 

tomar en cuenta la opinión técnica del SERNANP, pues se desentendió respecto 

a si la ejecución de los compromisos de Pluspetrol resultaba perjudicial y 

contrapuesta a la propia finalidad del PAC aprobado, que es justamente proteger 

el medio ambiente o la mayor mitigación posible de los impactos que generen las 

actividades extractivas. 

 
Por otro lado, el OEFA ha vulnerado el Principio de Legalidad y Razonabilidad39 

respecto a la determinación de la sanción administrativa ascendente a 8047.41 

UIT; pues no resulta razonable que, por un incumplimiento parcial de un conjunto 

de compromisos, que atañe sólo a uno de todos los yacimientos que opera 

Pluspetrol, y dentro de estos a sólo 4, de un total de 27 sitios materia de 

remediación, se imponga una sanción que representa casi el monto máximo 

permitido por la Escala de Multas y por si fuera poco, se utilizó una fórmula 

empleada para la determinación del quantum de la multa (8,047.41 UIT) en base 

un informe interno sin reconocimiento legal o reglamentaria. 
 
 
 

38 Ley 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (11 de abril de 2001). Diario Oficial El Peruano. Artículo 
64º. 
39 Ley 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General (11 de abril de 2001). Diario Oficial El Peruano. Incisos 
1.1 y 1.4 del artículo IV del Título Preliminar. 
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